El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
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Proceso:
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Accionante: 

      Christian Alexánder Ñañez Ortega
Accionado:        Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la          Judicatura de Risaralda y otro
Magistrado Ponente:  Claudia María Arcila Ríos
Temas: 

          DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL /  PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL DE LA CORTE CONSTITUCIONAL/  INMEDIATEZ/  EL PLAZO DE PRESENTACIÓN DEL AMPARO DEBE SER RAZONABLE, OPORTUNO Y JUSTO/ MAS DE CINCO AÑOS TRANSCURRIÓ DESDE LA OCURRENCIA DEL HECHO CAUSA DE AGRAVIO HASTA LA PRESENTACIÓN DEL AMPARO/ SUBSIDIARIEDAD / EL ACCIONANTE NO INTERPUSO LOS RECURSOS FRENTE A LA DECISIÓN QUE ORDENÓ ARCHIVO DE LA ACTUACIÓN DISCIPLINARIA/  IMPROCEDENTE
En el caso concreto, la decisión en que encuentra el demandante lesionados sus derechos se dictó el 4 de junio de 2013 y solo hasta el 10 de septiembre de este año solicitó protección constitucional
. Es decir, que transcurrieron más de cinco años desde cuando se dictó aquella providencia, en la que encuentra el actor lesionados sus derechos, sin que haya actuado con la urgencia y prontitud con que ahora demanda el amparo y no se evidencia la existencia de una justa causa que explique los motivos por los que permitió que el tiempo transcurriera sin promover la acción ya que ninguna consideración al respecto hizo en la demanda con la que se inició el proceso que permitía deducirla. 

En conclusión, no se satisface el presupuesto de la inmediatez.

(…)

Tampoco el de subsidiaridad. En efecto, para que proceda el amparo constitucional frente a decisiones judiciales es menester que el supuesto afectado haya agotado los mecanismos de defensa disponibles. Por lo tanto, debe acreditar que desplegó todos aquellos que le ofrece el ordenamiento jurídico para la defensa de los derechos que considera vulnerados, porque de no ser así perdería la tutela su característica de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual para convertirse en uno de protección alternativo o principal. 

(…)

Surge de las pruebas aportadas al expediente, que el accionante no interpuso en debida forma el recurso ordinario de apelación, frente a la decisión por medio de la cual la Sala Disciplinaria accionada ordenó el archivo del trámite que promovió. Es decir, no empleó adecuadamente los medios ordinarios de protección con que contaban en ese proceso para obtener lo que pretenden sea decidido por vía de tutela.

En conclusión, el amparo solicitado resulta improcedente porque no se satisfacen los presupuestos de inmediatez y subsidiaridad. 
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Acta No. 366 del 25 de septiembre de 2018

Expediente No. 66001-22-13-000-2018-00752-00

Se decide en primera instancia la acción de tutela de la referencia, promovida por el señor Christian Alexánder Ñañez Ortega contra la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda y el Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira, a la que fue vinculado el abogado Jesús María Diez Diez.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el actor los hechos que admiten el siguiente resumen:
1.1 El 20 de febrero de 2012 se pagó al abogado Jesús María Diez Diez la suma de $6.000.000 para firmar el poder por medio del cual se facultaría para presentar demanda en nombre de varias personas, entre ellos el señor Miguel Ángel Correa Pulgarín quien tiene la posesión de inmueble ubicado en la calle 17 bis con carrera 29 de esta ciudad.
1.2 Respecto de ese bien se han adelantado diferentes actuaciones, las que constan en los siguientes documentos: a) escritura pública de cesión parcial para desenglobe; b) Resolución del 1º de abril de 2013 mediante la cual la Carder lo desafectó; c) certificado de tradición con el número de matrícula inmobiliaria 290-213075, impreso el 30 de agosto de 2016, en el que se resuelven “anotaciones, queda referenciada la ficha catastral 010600120053000 con calle 17b 28-150 como impuesto predial unificado de Alfonso Giraldo Aragón en el cual varias familias ostenta prediales derivados por mejora sobre el terreno”. De ese certificado se desprende el impuesto predial de la ficha catastral 01600120053001, a nombre de Miguel Ángel Correa Pulgarín “en la calle 17b 28-162 y también los predios que aún no están registrados en catastro siendo mi objetivo inscribir el lote No. 1 a mi nombre, habiendo hecho obras de mejora por valor de 1 millón de pesos” y d) recibos de pago por concepto de cuota inicial cancelada al señor Correa Pulgarín. Todos esos documentos están en poder del abogado Jesús María Diez Diez.
1.3 En el mes de abril de 2013 procedió a contactarse con ese abogado, vía telefónica y por medio de su dirección electrónica, pero no obtuvo respuesta. El 3 de mayo siguiente indagó “en el juzgado” sobre si ya se había iniciado demanda de pertenencia a su favor por el mencionado lote y como se verificó que a ello no se había procedido, ese mismo día formuló denuncia disciplinaria contra aquel. En la diligencia respectiva ese profesional alegó que no estaba obligado a brindar esa información y que de abril a junio era muy poco término para formular la demanda. Frente a estos argumentos dijo que sí era su deber ponerlo al tanto del proceso, pues aunque recibió el dinero del señor Miguel Ángel Correa Pulgarín, esa suma se la entregó él por concepto de cuota inicial al suscribir la promesa de compraventa del lote No. 1; además, que ese tiempo era más que suficiente para iniciar el proceso.

1.4 Sin embargo, el juzgador de conocimiento resolvió a favor del disciplinado en razón a que se trataba de una simple dificultad de comunicación; en consecuencia, se abstuvo de abrir el expediente disciplinario.
1.5 En esa audiencia, además, el Consejo de la Judicatura le brindó un trato desigual, ya que permitió que otro abogado representara al disciplinado, sin ofrecerle a él uno de oficio.
1.6 El citado proceso de pertenencia tenía por objeto adquirir por prescripción un predio que contiene seis lotes, que ha poseído el señor Correa Pulgarín desde el mes de abril de 1976. Ese bien se desprende de otro de mayor extensión en el cual varias personas han levantado mejoras, quienes al no haber adelantado el proceso de usucapión, tienen, a la fecha, una deuda global de $251.840.364.
1.7 El señor Miguel Ángel Correa Pulgarín continuó con el trámite de pertenencia, pero el citado apoderado dejó de solicitar la prescripción del lote No. 1, a lo cual se había comprometido. Al enterarse de esa situación, la señora Fabiola Alzate Veloza inició proceso reivindicatorio contra aquel, el que correspondió al Juzgado Sexto Civil Municipal de esta ciudad.

1.8 En ese proceso se dejó de aportar prueba de que el mencionado lote se encuentra “demarcado por el plano topográfico que de nuestra parte mandamos hacer”. Además se levantó la valla que se había instalado allí, por una supuesta invasión de vía pública, lo que no es cierto, pues en ese lugar no hay acceso público, razón por la cual es nula, de pleno derecho, toda la prueba obtenida por la señora Fabiola Alzate Veloza.      
2. Considera lesionados los derechos a la libertad y al debido proceso. Para su protección solicita se ordene: a) al Consejo Seccional de la Judicatura aclarar las acciones del abogado Jesús María Diez Diez por el hecho de no haber iniciado la demanda de pertenencia y omitir darle información, durante seis años, sobre su gestión, a pesar de que fue conminado para ello; b) se le asigne un abogado de oficio “y procurador” que los represente ante esa corporación, por estar en indefensión debido a su situación económica; sin  perjuicio de las acciones indemnizatorias a las que haya lugar frente al citado profesional y c) “se tutela por completo el proceso reivindicatorio”. 
ACTUACIÓN PROCESAL

1. Mediante proveído del 12 de septiembre se declaró la Sala incompetente para conocer de la acción de tutela instaurada contra el Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira y ordenó la remisión de las copias de la actuación a la oficina de administración judicial para que fuera repartida entre los Jueces Civiles del Circuito de esta ciudad.

Además se admitió la tutela contra la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda y se ordenó vincular al abogado Jesús María Diez Diez.

2. Magistrado de la Corporación demandada se pronunció para manifestar que en la actuación disciplinaria adelantada por el accionante contra el citado profesional del derecho, el 4 de junio de 2013 se llevó a cabo audiencia de prueba y calificación provisional, en la que se decidió archivar las diligencias. Frente a esta determinación el demandante interpuso recurso de apelación, pero fue rechazado de plano por falta de sustentación. Agregó que en ese trámite se garantizaron los derechos de las partes y que el amparo es improcedente ya que se incumple el presupuesto de la inmediatez y las reglas de procedibilidad de la tutela contra providencias judiciales.   
3. El vinculado guardó silencio.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar si procede la tutela frente a la decisión de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, por medio de la cual se dio por terminado el proceso disciplinario adelantado por el accionante contra el abogado Jesús María Diez Diez. De serlo, se analizará si en esa providencia se incurrió en lesión del derecho invocado.  

3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones.
Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…)  y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

4. Las pruebas aportadas, acreditan los siguientes hechos:
4.1 El 11 de enero de 2013, el señor Christian Alexánder Ñañez Ortega formuló queja disciplinaria contra el abogado Jesús María Diez Diez porque el 20 de febrero de 2012 le otorgó, junto con otras personas, poder para instaurar demanda de pertenencia contra los herederos de Alfonso Giraldo Arango. A esto último, según le dijo ese profesional, había procedido en el mes de abril de ese mismo año; sin embargo, al indagar sobre ese hecho en la oficina de reparto y en los juzgados civiles, se verificó que aún no había realizado esa gestión. Al principio ese profesional del derecho respondía a sus llamadas pero “ahora apaga el teléfono”
.

4.2 El 4 de junio de 2013 se llevó a cabo audiencia de pruebas y calificación provisional, en la que, luego del periodo probatorio, se profirió decisión por medio de la cual se ordenó la terminación del trámite disciplinario por atipicidad de la conducta. Para resolver de esa manera se estimó que la tardanza en la presentación de la demanda no es un hecho imputable al abogado, pues se evidencia que para ese efecto se requiere reunir una serie de pruebas complejas, teniendo en cuenta que existe una irregularidad en el certificado de tradición del bien objeto de pertenencia. Además, el apoderado cumplió con su deber de rendir informes de su gestión, pues se encuentra acreditado que a ello procedió en octubre anterior y aunque luego no volvieron a tener comunicación, no se conoce que existan otras diligencias que debían ser puestas en conocimiento del 
poderdante
. 
4.3 Contra esa providencia el accionante formuló recurso de apelación, el cual fue rechazado de plano porque “no está mínimamente sustentado”
.  
5. Como ya se ha dicho, el actor encuentra la lesión a sus derechos en la decisión de archivar el trámite disciplinario que promovió frente al abogado Jesús María Diez Diez.

5.1 De acuerdo con la primera jurisprudencia transcrita uno de los principios que caracterizan la tutela es el de la inmediatez, en virtud del cual, a pesar de no existir un término de caducidad para instaurarla, quien considere lesionado un derecho fundamental del que es titular, debe acudir a ese mecanismo excepcional de defensa judicial en un plazo razonable y oportuno a partir de la ocurrencia del hecho que le causa el agravio.

El precedente de la Corte Constitucional ha enseñado que la solicitud de amparo debe elevarse en un plazo razonable, oportuno y justo, conforme a las condiciones de cada caso y ha precisado que la inexistencia de un término de caducidad no implica que la tutela pueda instaurarse en cualquier tiempo. Así, ha dicho:

“20. Esta Corporación ha resaltado que de conformidad con el artículo 86 de la Constitución, la acción de tutela puede interponerse “en todo momento” porque no tiene término de caducidad
. Sin embargo, la jurisprudencia ha exigido “una correlación temporal entre la solicitud de tutela y el hecho judicial vulnerador de los derechos fundamentales”
.

Lo anterior ocurre porque se trata de un mecanismo judicial que tiene como finalidad conjurar situaciones urgentes, que requieren de la actuación rápida de los jueces. Por ende, cuando la acción se presenta mucho tiempo después de la acción u omisión que se alega como violatoria de derechos, se desvirtúa su carácter apremiante.

…

Particularmente, tratándose de tutela contra providencias judiciales, el presupuesto de inmediatez se funda en el respeto por los principios de seguridad jurídica y cosa juzgada. Tal y como lo expuso esta Corte en la sentencia C-590 de 2005, la tutela debe interponerse en un lapso razonable, pues de lo contrario, existiría incertidumbre sobre los efectos de todas las decisiones judiciales.

En este sentido, si dicho requisito se abordara con laxitud, la firmeza de las decisiones judiciales estaría siempre a la espera de una controversia constitucional
. Así pues, se anularía la seguridad jurídica, pues los efectos de una decisión podrían ser interrumpidos en cualquier momento a través de esta acción. Por consiguiente, la Corte ha establecido que el estudio de este presupuesto de procedencia de la tutela contra providencias judiciales debe ser más exigente, pues su firmeza no puede mantenerse en vilo indefinidamente
”.
. 

En el caso concreto, la decisión en que encuentra el demandante lesionados sus derechos se dictó el 4 de junio de 2013 y solo hasta el 10 de septiembre de este año solicitó protección constitucional
. Es decir, que transcurrieron más de cinco años desde cuando se dictó aquella providencia, en la que encuentra el actor lesionados sus derechos, sin que haya actuado con la urgencia y prontitud con que ahora demanda el amparo y no se evidencia la existencia de una justa causa que explique los motivos por los que permitió que el tiempo transcurriera sin promover la acción ya que ninguna consideración al respecto hizo en la demanda con la que se inició el proceso que permitía deducirla. 

En conclusión, no se satisface el presupuesto de la inmediatez.

5.2 Tampoco el de subsidiaridad. En efecto, para que proceda el amparo constitucional frente a decisiones judiciales es menester que el supuesto afectado haya agotado los mecanismos de defensa disponibles. Por lo tanto, debe acreditar que desplegó todos aquellos que le ofrece el ordenamiento jurídico para la defensa de los derechos que considera vulnerados, porque de no ser así perdería la tutela su característica de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual para convertirse en uno de protección alternativo o principal. Así lo ha explicado la jurisprudencia de la Corte Constitucional
:

“El tercer inciso del artículo 86 constitucional establece que la tutela “sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”. A partir de esto, se ha dicho que la acción de tutela tiene un carácter subsidiario, en la medida que su procedencia se encuentra sometida al agotamiento de los medios ordinarios y extraordinarios de defensa con los que cuenta el accionante o a la demostración de su inexistencia.

 

Dentro de la misma línea, la Corte ha señalado que la acción de tutela     es también complementaria de los procedimientos ordinarios, ya que      es, en esencia, un mecanismo judicial de origen constitucional de   evidente carácter residual que está previsto para asegurar la tutela efectiva y sustancial de los derechos constitucionales fundamentales, y, por ello, sólo procede cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial.

 

Este principio reafirma que la acción de tutela exige el agotamiento del medio ordinario de defensa, pues ésta acción no fue pensada ni diseñada para suplir los procedimientos ordinarios ni mucho menos para enmendar los errores o descuidos de las partes en el proceso. Dentro de esa comprensión: “la Corte ha sostenido, de manera reiterada, que la acción 
de tutela es improcedente cuando con ella se pretenden sustituir mecanismos ordinarios de defensa que, por negligencia, descuido o incuria de quien solicita el amparo constitucional, no fueron utilizados a su debido tiempo
”
 

En igual sentido, la Corte Constitucional, en sentencia T-753 de 2006 señaló que:

 

“Frente a la necesidad de preservar el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, se ha sostenido que aquella es improcedente si quien ha tenido a su disposición las vías judiciales ordinarias de defensa, no las utiliza ni oportuna ni adecuadamente, acudiendo en su lugar a la acción constitucional. Ello por cuanto que, a la luz de la jurisprudencia pertinente, los recursos judiciales ordinarios son verdaderas herramientas de protección de los derechos fundamentales, por lo que deben usarse oportunamente para garantizar su vigencia, so pena de convertir en improcedente el mecanismo subsidiario que ofrece el artículo 86 superior.”
No es posible por tanto acudir a la tutela como mecanismo principal de defensa judicial, ni resulta factible emplearla como medio alternativo de los ordinarios o extraordinarios previstos por el legislador para obtener protección a un derecho, ni para reemplazarlos, salvo cuando se pretenda evitar un perjuicio irremediable.

Surge de las pruebas aportadas al expediente, que el accionante no interpuso en debida forma el recurso ordinario de apelación, frente a la decisión por medio de la cual la Sala Disciplinaria accionada ordenó el archivo del trámite que promovió. Es decir, no empleó adecuadamente los medios ordinarios de protección con que contaban en ese proceso para obtener lo que pretenden sea decidido por vía de tutela.

El juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que han debido ser resueltas en el propio proceso, escenario adecuado previsto por el legislador para ello, por los funcionarios competentes y que no lo fueron por negligencia o descuido de las partes; tampoco replantear una situación que ya se valoró, interpretó y definió por la jurisdicción ordinaria, ni dar a la tutela connotación de un recurso frente a decisiones que se encuentran en firme.

5.3 En conclusión, el amparo solicitado resulta improcedente porque no se satisfacen los presupuestos de inmediatez y subsidiaridad. 

6. En cuanto a la solicitud del actor dirigida a que se le designe un apoderado de oficio para que lo representen en el tantas veces citado trámite disciplinario, baste decir que, de conformidad con la constancia suscrita por el Secretario de la corporación demandada
, solicitud en tal sentido no ha elevado en esa actuación y por tanto, el despacho accionado tampoco ha tenido oportunidad de resolver lo que corresponda.

Ese pasivo comportamiento impide otorgar el amparo solicitado, porque, tal como ya se dijo, el juez de tutela no puede ignorar las etapas establecidas para cada proceso y decidir por este medio excepcional de protección cuestiones que deben ser resueltas en el trámite ordinario.

De todas formas, cualquier determinación sobre el particular sería inane, si se toma como referencia que ese trámite disciplinario se encuentra legalmente culminado.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Se declara improcedente la acción de tutela propuesta por el señor Christian Alexánder Ñañez Ortega contra la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, a la que fue vinculado el abogado Jesús María Diez Diez.
SEGUNDO. Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO. De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.
Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS


� Folio 46


� Sentencia T-307 de 2015


� Sentencia SU-241 de 2015


� Folio 56





� Diligencia que obra en el disco compacto visible a folio 60


� Actuación que consta en el CD citado con anterioridad


� Sentencia SU-961 de 1999; M.P. Vladimiro Naranjo Mesa.


� Sentencia SU-241 de 2015; M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.


� “[D]e permitir que la acción de tutela proceda meses o aún años después de proferida la decisión, se sacrificarían los principios de cosa juzgada y seguridad jurídica ya que sobre todas las decisiones judiciales se cerniría una absoluta incertidumbre que las desdibujaría como mecanismos institucionales legítimos de resolución de conflictos.” (Sentencia C-590 de 2005; M.P. Jaime Córdoba Triviño).


� Corte Constitucional, sentencia T-315 de 2005, M.P. Jaime Córdoba Triviño, reiterada en las Sentencias T-541 de 2006, T-1009 de 2006 y T-246 de 2015, entre otras.


� Ver entre otras las sentencias T-016 de 2006, T-905 de 2006, T- 594 de 2008, T-844 de 2008.
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